PAGE  
16

(TEXTO DE APROBACIÓN FINAL POR LA CÁMARA)PRIVATE 
(5 DE MARZO DE 2020)

GOBIERNO DE PUERTO RICO

18va. Asamblea







           5ta. Sesión
          Legislativa
                                                                                                      Ordinaria

CÁMARA DE REPRESENTANTES

P. de la C. 2175
30 DE JUNIO DE 2019
Presentado por los representantes Meléndez Ortiz y Lassalle Toro 
y suscrito por el representante Rodríguez Aguiló
Referido a la Comisión de Seguridad Pública
LEY

Para enmendar los artículos 1, 1A, 2, 3, 4 y 6, suprimir el Artículo 5, reenumerar el actual Artículo 5A, como Artículo 5, y a su vez enmendarlo, añadir un nuevo Artículo 7, reenumerar los artículos 7, 8, 9 y 10, como los artículos 8, 9, 10 y 11, respectivamente, y a su vez enmendar el reenumerado Artículo 10, en la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, comúnmente llamada “Ley de Metales de Puerto Rico”, a los fines de actualizar sus disposiciones y los procesos contenidos en la misma, referente a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte y distribución de metales, entre otras cosas; y para otros fines relacionados.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, conocida como “Ley de Metales de Puerto Rico”, nace con el propósito de “reglamentar la adquisición de cobre, aluminio, estaño o plomo por personas que se dediquen a la compraventa o adquisición de dichos materiales y proveer penalidades”. 
En su breve Exposición de Motivos destacaba que “Puerto Rico es un pueblo amante y respetuoso de la ley. Como sistema democrático reclama de todos sus ciudadanos el mayor respeto por la propiedad privada. La alta incidencia por la apropiación ilegal de materiales de alto valor, necesarios para que se puedan rendir servicios vitales a la comunidad, requieren, por lo tanto, que no sólo sus legítimos dueños, sino también el público, queden adecuadamente protegidos contra tales actos contrarios a la ley. Ese es el propósito de esta ley.”
Pasados cerca de treinta y siete (37) años a la fecha de su aprobación, esta ley ha tenido dos leyes que la han enmendado significativamente, a saber, la Ley Núm. 105 de 8 de agosto de 2007 y la Ley Núm. 53 de 8 de marzo de 2012. Las motivaciones que generaron la ley original continúan siendo los mismos problemas que enfrentamos hoy. Disposiciones legales extremadamente rígidas, penalidades severas, inspecciones físicas frecuentes por las autoridades, entre otras, no han logrado atajar este problema. Ante ese escenario, resulta evidente que no se ha encontrado la fórmula correcta y es que todos los esfuerzos van dirigidos a atender la legalidad y no la ilegalidad.
La Ley Núm. 41, supra, ya posee suficientes garras para asegurar la legalidad de las transacciones de ventas de metales. Ello, en la medida que el vendedor tiene que acreditar ser el propietario del metal o que obtuvo la autorización del dueño para llevar a cabo el negocio; asimismo tiene que cumplir con el requisito de poseer la licencia de ingeniero, perito electricista, maestro plomero o técnico de refrigeración para poder vender los metales para reusarse, exportarse o reciclarse, entre otros. Los centros de acopio son vistos como un ente esencial donde se realizan las ventas metales de carácter comercial. En la medida que los centros legales son consistentemente intervenidos y extremadamente regulados, los inescrupulosos vendedores de metales que obtienen el producto por hurto u otras formas ilegales, recurren a la clandestinidad y, en efecto, han creado un mercado secundario que el estado no alcanza. Se ha denunciado que las personas que hurtan cobre en la Isla se han adaptado a los cambios instaurados por las distintas leyes. La continua presentación de nuevas medidas y regulaciones administrativas no ha impedido esto. 

En resumen, el hurto inescrupuloso de materiales por terceros en acuerdo o conocimiento con un centro de acopio ilegal; segundo, la alta regulación de la industria que por ende lleva un elevado costo administrativo y operacional; y, tercero, la competencia desleal y abierta de centros ilegales de acopio de metales a través de todo Puerto Rico. Los principales reguladores de la industria, Departamento de Seguridad Publica y Negociado de Telecomunicaciones, ante esta Asamblea Legislativa, expresaron recientemente que a pesar de la amplia legislación y reglamentación aprobada en los pasados diez (10) años, y las inspecciones por agencias del orden público, el problema prevalece. Nuevamente, eso solo tiene una explicación: la proliferación de centros de acopio ilegales operando sin restricciones y sin pudor de la ley. A esos, en su gran mayoría, el estado no llega. En efecto, a mayor legislación, a mayor restricción, la ilegalidad de estos centros se sigue acentuando y pone en precario a aquellos que lo hacen conforme a la ley y reglamentación existente mientras el problema del hurto de metales persiste.
A tales efectos, esta pieza de legislación pretende atemperar la Ley 41, luego de haber experimentado su aplicación con mas que tiempo razonable y hacer que los elementos legales de la ecuación sean más competitivos y justos frente a la ilegalidad de aquellos individuos que hurtan metales y los centros de acopio ilegales que adquieren los mismos.
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 1 de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue: 

“Artículo 1.-Registro. 
Toda persona natural o jurídica, propietario, representante o encargado de un taller, tienda, solar o vehículo de motor dedicado total o parcialmente a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte, distribución de alambres o materiales de acero, cobre, aluminio, estaño, platino o plomo, o una mezcla o aleación de éstos (en adelante, “metales”), para propósitos de reciclaje, reventa, exportación o reúso en cualquier forma o estado en que se encuentren, anotará en un Registro, que deberá conservarse por cinco (5) años, la siguiente información: 
(a) Nombre, dirección y número del documento oficial utilizado para la identificación de la persona de quien adquiera dichos metales; así como una fotocopia de una identificación vigente expedida por el Estado, que contenga una fotografía de dicha persona. En los casos que la persona de quien se adquiera los metales no posea una identificación con foto, deberá formar parte del Registro una foto de la persona que realiza la venta o entregó los metales;
(b) …
(c) …
(d) …
(e) …
(f) Se incluirá el precio pagado por libra de cada metal, total pagado y número del cheque con el que se hizo el pago.  En estos casos, el pago por la adquisición de los metales no podrá realizarse en efectivo, teniéndose que emitir un cheque.  Dicho cheque tendrá que emitirse a nombre de la persona que efectúa la entrega, o de ser este empleado o gestor autorizado de una compañía o empresa, se podrá emitir el cheque a favor de dicha entidad. 
(g) El Negociado de la Policía de Puerto Rico, en coordinación con el Negociado de Telecomunicaciones de puerto Rico, podrá establecer, de manera opcional, que este Registro sea de forma electrónica para facilitar la fiscalización y cumplimiento. 


…”

Sección 2.-Se enmienda el Artículo 1A de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:

“Artículo 1-A. — Horario. 

Toda persona natural o jurídica, propietario, representante o encargado de un taller, tienda, solar o vehículo de motor dedicado total o parcialmente a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte, distribución de metales, sólo podrán operar de lunes a sábado en el horario de 7 a.m. a 7 p.m.”

Sección 3.-Se enmienda el Artículo 2 de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:  
“Artículo 2.-Acreditación y licencia. 
Toda persona, natural o jurídica, que venda, permute, trueque, deposite, revenda o interese realizar cualquiera de esos negocios, u otros, con metales con cualquier propietario, representante o encargado de un taller, tienda, solar o vehículo de los especificados en el Artículo 1 de esta Ley, deberá acreditar que es el propietario del metal o que está autorizado por su dueño o su representante para realizar dicho negocio. Si es persona natural, deberá tener licencia de Ingeniero, Perito Electricista, Ayudante de Perito Electricista Maestro Plomero, o de Técnico de Refrigeración, para poder vender material o metal para reúso, reventa, exportación o reciclaje. Se exceptuarán del requisito de licencia profesional antes requerida, cuando se trate de latas de aluminio o material de origen doméstico, siempre y cuando se cumpla con los demás requisitos establecidos en el Artículo 1 de esta Ley. Por excepción, los contratistas de proyectos de construcción podrán vender material para reúso, reventa, exportación o reciclaje, siempre y cuando establezca el proyecto de construcción de procedencia de los mismos en el formulario que provea el Negociado de la Policía de Puerto Rico para esos propósitos.  Cuando se trate de metales utilizados para proveer servicios de telecomunicaciones o servicios de energía eléctrica, el vendedor deberá además acreditar que está autorizado para realizar dicho negocio por un proveedor de servicios de telecomunicaciones o por la Autoridad de Energía Eléctrica (o su entidad sucesora), según aplique a cada caso en particular.”
Sección 4.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:
“Artículo 3.-Supervisión por el Negociado de la Policía.  

(a) …
(b) Toda persona cubierta por esta Ley informará por escrito y por su cuenta, todos los lunes, en o antes de las 4:00 p.m., al cuartel de la Policía de la demarcación del municipio donde tenga su negocio o establecimiento, una relación de las operaciones anotadas en el mencionado Registro durante la semana que terminó el sábado anterior. De ser el lunes un día feriado según dispuesto por Ley, o haberse declarado un estado de Emergencia por el Gobierno de Puerto Rico, el Registro será entregado el próximo día laborable, en el mismo horario.  Si la persona cubierta por el Artículo 1 de esta Ley realizare u operare de manera ambulante, deberá suministrar a cada cuartel de la Policía correspondiente los lugares donde se hubiere llevado a cabo el negocio y las operaciones anotadas en el Registro efectuadas en cada municipio.  La información contenida en el Registro deberá conservarse por un término de cinco (5) años contados a partir de la fecha en que se entregó el mismo en el cuartel correspondiente al lugar donde se originó la transacción con los metales. Una vez sometido, el Registro podrá mantenerse de forma electrónica. 
(c) El Negociado de la Policía de Puerto Rico preparará un formulario modelo para la compilación de la información requerida, el cual estará disponible en su portal cibernético para las personas obligadas a rendir dicha información. Dicho documento deberá incluir la firma del vendedor de metales. Con su firma en el formulario, éstos certifican que la información provista es correcta, que la procedencia del metal es legítima y que proviene de sus trabajos; que son sus titulares o están autorizados por sus dueños para venderlos. 
(d) El Negociado de la Policía de Puerto Rico designará a uno de sus oficiales como Coordinador de Inspección de Centros de Reciclajes, quien tendrá como responsabilidad la implantación de esta Ley.  Este Coordinador será responsable de asegurar que independientemente de las visitas que efectúen de ordinario los oficiales de la Policía a los centros de reciclaje, se inspeccionen los mismos al menos cada seis meses.  Además, coordinará con los cuarteles que reciben los informes requeridos por esta Ley, la custodia, fiscalización y análisis de estos.”  

Sección 5.-Se enmienda el Artículo 4 de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:

“Artículo 4.-Penalidades. 
(a) Toda persona cubierta por esta Ley que incumpla con su obligación de llevar el Registro establecido en el Artículo 1 de esta Ley, con la intención de ocultar información de alguna transacción ilícita  será culpable de delito grave. Se dispone, que en aquellos casos donde el Centro de Reciclaje o la parte compradora del metal, al llenar el formulario provisto por el Negociado de la Policía de Puerto Rico, conocida actualmente como PPR, cometiera algún error al complementarse, se le emitirá una advertencia exponiendo la falla incurrida y se le expedirá una multa de mil (1,000) dólares por la primera infracción, mil quinientos (1,500) dólares por una segunda infracción dentro de un periodo de doce meses y las infracciones subsiguientes, dentro del mismo período, serán delito menos grave, con una multa de dos mil quinientos (2,500) dólares y/o pena de reclusión por un término que no exceda de seis (6) meses, o pena de restricción domiciliaria o de servicios comunitarios que no exceda de seis meses (6). En caso de inspección, si los sistemas electrónicos fallarán, se le concederá hasta quince (15) días al Centro o al comprador de metal para que suministre las formas.
(b) Toda persona cubierta por esta Ley, que deje de suministrar al cuartel de la Policía la información correspondiente en la forma y manera que establece esta Ley, incurrirá en falta administrativa y se le expedirá una multa de mil (1,000) dólares por la primera infracción, de mil quinientos (1,500) dólares por una segunda infracción dentro de un periodo de doce meses y las infracciones subsiguientes, dentro del mismo período, serán delito menos grave, con una multa de dos mil quinientos (2,500) dólares y/o pena de reclusión por un término que no exceda de seis (6) meses o pena de restricción domiciliaria o de servicios comunitarios que no exceda de seis meses (6).   En aquellos casos donde la parte adquirente del metal pueda demostrar elementos razonables y justificables que no le hubieran permitido cumplir con este Artículo, se le concederán hasta quince (15) días para que suministre la información correspondiente.
(c) Toda persona que anote información falsa en el Registro que exige esta Ley, o remita información falsa en la notificación al cuartel de la Policía del contenido de dicho Registro, incurrirá en delito grave.
(d) Toda persona que incumpla con la obligación de colocar y exhibir de manera conspicua y visible los anuncios y las advertencias legales en cuanto a los metales en sus formas originales, alteradas o modificadas, incurrirá en falta administrativa de mil (1,000) dólares por la primera infracción, de mil quinientos (1,500) dólares por una segunda infracción dentro de un periodo de doce meses y las infracciones subsiguientes, dentro del mismo período, serán delito menos grave, con una multa de dos mil quinientos (2,500) dólares y/o pena de reclusión por un término que no exceda de seis (6) meses, o pena de restricción domiciliaria o de servicios comunitarios que no exceda de seis (6) meses. 

(e) Toda persona que ilegalmente se apropiare de metales perteneciente a otra persona, incurrirá en delito grave o multa de diez mil (10,000) dólares o ambas penas a discreción del Tribunal. El Tribunal impondrá la pena de restitución. Si los metales son propiedad pública, o siendo privada estaban instalados o eran usados para proveer o recibir servicios de electricidad, telecomunicaciones, cable TV, agua potable, o cualquier otro servicio público, incurrirá en delito grave o multa de veinticinco mil (25,000) dólares o ambas penas a discreción del Tribunal. 

(f) Toda persona natural o jurídica, propietario, representante o encargado de un taller, tienda o solar o vehículo de motor dedicado total o parcialmente a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte o distribución de metales para propósitos de reciclaje, reventa, exportación o reúso, en cualquier forma o estado que aparezcan, que posea, compre, reciba, almacene, oculte, transporte, retenga o disponga, mediante venta, permuta, trueque o de otro modo, metales en cualquier forma o estado en que aparezcan, a sabiendas de que fueron obtenidos mediante apropiación ilegal, robo, extorsión o cualquier otra forma ilícita, incurrirá en delito grave. Si los metales son propiedad pública, o siendo privada estaban instalados o eran usados para proveer o recibir servicios de electricidad, telecomunicaciones, cable TV, agua potable, o cualquier otro servicio público, irrespectivo de su valor, incurrirá en delito grave o multa de veinticinco mil dólares (25,000) o ambas penas a discreción del Tribunal. El Tribunal impondrá la pena de restitución. Se establece que, en los casos donde el adquirente de metales, según dispone este inciso, pueda evidenciar que posee el formulario requerido por el Artículo 3 inciso (d) de esta ley y haya legitimizado su titularidad o autorización del dueño para vender, del material resultar hurtado, se transfiere la total responsabilidad al vendedor.
(g) Toda persona natural o jurídica, propietario, representante o encargado de un taller, tienda, solar o vehículo de motor dedicado total o parcialmente a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte o distribución de metales, para propósitos de reciclaje, reventa, exportación o reúso, en cualquier forma o estado que aparezcan, que posea, compre, reciba, almacene, oculte, transporte, retenga o disponga, mediante venta, permuta, trueque o de otro modo metales, en cualquier forma o estado en que aparezcan, que incumpla con lo dispuesto en el Artículo 10 de esta Ley, incurrirá en delito grave.
(h) Toda persona que opere su negocio fuera del horario establecido en esta Ley, incurrirá en falta administrativa y se le impondrá una multa de mil (1,000) dólares por la primera infracción, de mil quinientos (1,500) dólares por una segunda infracción dentro de un periodo de doce meses y las infracciones subsiguientes, dentro del mismo período, serán delito menos grave, con una multa de dos mil quinientos (2,500) dólares y/o pena de reclusión por un término que no exceda de seis (6) meses, o pena de restricción domiciliaria o de servicios comunitarios que no exceda de seis (6) meses. 
(i) Toda acusación de poseer material hurtado a una persona natural o jurídica, propietario, representante o encargado de un taller, tienda, solar o vehículo de motor dedicado total o parcialmente a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte o distribución de metales, para propósitos de reciclaje, reventa, exportación o reúso, en cualquier forma o estado que aparezcan, que posea, compre, reciba, almacene, oculte, transporte, retenga o disponga, mediante venta, permuta, trueque o de otro modo metales, en cualquier forma o estado en que aparezcan, deberá acompañarse de la querella de la Policía donde se describan el metal, su descripción y cantidad hurtada.”
Sección 6.-Se suprime el actual Artículo 5, y se reenumera el Artículo 5A, como Artículo 5, y a su vez se enmienda, en la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:

“Artículo 5.-Inferencias permisibles. 
Podrá inferirse, sujeto a las excepciones dispuestas en el Artículo 4, que toda persona imputada de delito de acuerdo con esta Ley tenía conocimiento personal de que los metales se habían adquirido de forma ilícita, en alguna de las siguientes circunstancias:
(a) No hizo constar el nombre, dirección y el documento oficial con foto utilizado para la identificación de la persona de quien adquirió o le entregó los metales, ni la fecha y lugar de la compra o negocio de estos.
(b) …
(c) No anotó la cantidad de los metales adquiridos, ni especificó si consistían en alambres, cables, varas, varillas, paneles, planchas, postes, catalíticos, tuberías o cualquier otro objeto que contenga componentes de dichos metales o que sean utilizados para la provisión de servicios públicos. 

…”

Sección 7.-Se enmienda el Artículo 6 de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:

“Artículo 6.-Facultades adicionales. 
Para los propósitos de esta Ley, se faculta y ordena a la Policía de Puerto Rico, sin perjuicio de cualquier autoridad que otra legislación le haya conferido, a:
(1) …
(2) …
(3) Confiscar los metales, si el poseedor o la persona que reclama ser dueña no puede presentar prueba de su titularidad y existen motivos fundados de que dichos metales han sido hurtados o apropiados ilegalmente. Para efectos de este inciso, el motivo fundado estará basado en la presentación de una querella por parte de aquel que alegue ser su propietario legítimo. No obstante, La Policía de Puerto Rico podrá ordenar la retención de la propiedad para realizar una investigación por un plazo que no excederá de cuarenta (40) días naturales. El plazo de retención podrá ser extendido por treinta (30) días adicionales por justa causa y mediante escrito sometido a su poseedor, antes de que expire el término original. Si el período de retención original para fines investigativos hubiere expirado y no ha sido extendido, la orden de retención se considerará expirada y dejada sin efecto. En caso de que proceda la confiscación de la propiedad ocupada o retenida con fines investigativos, la Policía expedirá una notificación por escrito a su poseedor y a la persona o las personas con interés en la propiedad dentro del plazo aquí establecido para la investigación. En el caso de los metales apropiados ilegalmente, robados o desaparecidos deberá notificarse al verdadero dueño, si se conoce su identidad, luego de una gestión razonable.  En caso de que se justifique adecuadamente la titularidad de la propiedad reclamada, quedará sin efecto la confiscación o la retención con fines investigativos, según sea el caso, y ésta se le entregará al dueño mediante recibo tan pronto deje de ser necesaria para el trámite penal que proceda. El proceso de confiscación aquí establecido se considerará una acción real (in rem) y no estará subordinada al resultado de la acción penal.  El Negociado de la Policía dispondrá como bienes advenidos de los metales una vez finalizado el proceso penal.
…”

Sección 8.-Se añade un nuevo Artículo 7 en la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, que leerá como sigue:

“Artículo 7-Orden de Retención 
Cuando se expida una orden de retención inicial con fines investigativos, esta deberá contener la siguiente información:
(a) Firma del propietario, representante o encargado del taller, tienda, solar o vehículo de motor dedicado a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenamiento de metales.
(b) Nombre, título, número de placa del policía que presenta la orden de retención.
(c) Una descripción completa del bien que deberá retenerse.
(d) Dirección física y postal del negocio donde se encuentra la propiedad.
(e) Fecha de expiración del periodo de retención.
Mientras la orden de retención se encuentre vigente, el poseedor de los metales retenidos no podrá disponer de los mismos. El perjudicado por la orden de retención podrá acudir ante el Tribunal de Primera Instancia para impugnar la acción tomada por el agente del orden público. El interesado tendrá quince (15) días naturales, contados a partir de la expedición de la orden de retención, para radicar la acción de impugnación correspondiente.
De demostrarse que el bien retenido fue robado o apropiado ilegalmente, y que la persona dedicada a la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenamiento o distribución de metales no tenía conocimiento personal de que dichos metales se habían adquiridos de forma ilícita, éste vendrá obligado a la devolución de este a su titular y tendrá derecho a iniciar una acción legal en contra de la persona que le vendió o dejó la propiedad robada o apropiada ilegalmente.”
Sección 9.-Se reenumeran los artículos 7, 8, 9 y 10, como los artículos 8, 9, 10 y 11, respectivamente, y a su vez se enmienda el reenumerado Artículo 10, de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según enmendada, para que lea como sigue:

“Artículo 10. — Prohibición. 
Se prohíbe la compra de material para reciclaje cuando éste no esté en su forma original.  De ser metales utilizados para servicios de telecomunicaciones, no pueden estar con sus cubiertas derretidas o quemadas.  Para reciclar productos quemados habrá no sólo que acreditar su procedencia y la identidad del vendedor, sino que el comprador acreditará cómo se destruyó el material y advino en el estado en que se recibe.  De no haber acreditación en este tipo de material que no está en su estado original, se hará la inferencia razonable de que el mismo fue obtenido y procesado ilícitamente para propósito de las penalidades de esta Ley.
Se prohíbe la compraventa, permuta, depósito, recogido, almacenaje, transporte, distribución o cualquier otro tipo de intercambio de alambres o materiales de cobre, aluminio, estaño o plomo, o una mezcla de éstos, si su cobertura protectora exterior, la cual identifica y garantiza su procedencia y legalidad, identifica que la propiedad pertenece al gobierno de Puerto Rico o sus corporaciones públicas o agencias tales como pero sin limitarse a la Autoridad de Energía Eléctrica o su entidad sucesora, la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados o su entidad sucesora, el Departamento de Transportación y Obras Publicas o entes privados de servicios de telecomunicaciones y energía. Como excepción, estos podrán ser adquiridos si se obtienen del propio gobierno, agencias o corporaciones públicas, representantes autorizados de los metales y si los mismos están debidamente autenticados y documentados.
Se prohíbe, además, que cualquier persona o establecimiento cubiertos por esta Ley reciba o almacene vehículos desmantelados, chocados o sus respectivas piezas, sean éstos de material ferroso o no ferroso, y baterías; a menos que cumpla con todas las disposiciones de la Ley Núm. 125 de 27 de junio de 1966, según enmendada, conocida como “Ley de Depósitos de Chatarra”.”

Sección 10.-Vigencia
Esta Ley comenzará a regir a los sesenta (60) días de su aprobación.
